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PROYECTO DE LEY

121/000046 Proyecto de Ley por la que se aprueban medidas de urgencia sobre 
la creación artística y la cinematografía (procedente del Real Decreto-
ley 26/2018, de 28 de diciembre).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, el Real Decreto‑ley 26/2018, 
de  28 de diciembre, por el que se aprueban medidas de urgencia sobre la creación artística y la 
cinematografía (núm. expte. 130/000053), fue sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso 
de los Diputados en su sesión del día 22 de enero de 2019, en la que se acordó su convalidación, así 
como su tramitación como Proyecto de Ley (núm. expte. 121/000046).

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reunión del día de hoy, ha acordado su remisión a la 
Comisión de Cultura y Deporte, para su aprobación con competencia legislativa plena, así como abrir un 
plazo de ocho días hábiles que expira el día 18 de febrero de 2019, en el que los Sres. Diputados y los 
Grupos Parlamentarios podrán presentar enmiendas.

Dicho Proyecto de Ley se tramitará por el procedimiento de urgencia, de conformidad con el último 
inciso del apartado 4 del artículo 151 del Reglamento de la Cámara.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 5 de febrero de 2019.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE APRUEBAN MEDIDAS DE URGENCIA SOBRE LA CREACIÓN 
ARTÍSTICA Y LA CINEMATOGRAFÍA PROCEDENTE DEL REAL DECRETO‑LEY 26/2018, DE 28 DE 

DICIEMBRE)

El pasado 6 de septiembre de 2018, el Pleno del Congreso de los Diputados aprobó por unanimidad 
el informe de la Subcomisión para la elaboración del Estatuto del Artista, documento previamente 
aprobado el 7 de junio por dicha Subcomisión, que había sido creada en el seno de la Comisión de Cultura 
del Congreso de los Diputados, con la participación de profesionales de las Administraciones Públicas, 
agentes privados, asociaciones y organizaciones del sector.

El informe aprobado por el Congreso de los Diputados demanda que el Gobierno apruebe medidas de 
urgencia sobre la creación artística, con el objetivo de mejorar las condiciones laborales de los creadores 
españoles. Las medidas se centran en los tres principales problemas que los representantes de la cultura 
trasladaron a la Subcomisión: la fiscalidad del sector; la protección laboral y de Seguridad Social; y la 
compatibilidad entre prestaciones por jubilación e ingresos por derechos de autor.

Así, el informe aprobado contiene una serie de propuestas de carácter principalmente fiscal, laboral y 
de Seguridad Social, cuya finalidad última es intentar adecuar el régimen regulatorio aplicable a las 
especialidades del trabajo artístico, que se caracteriza por una intermitencia, heterogeneidad e inestabilidad 
mucho más acusada que en otros sectores. Todo ello, en un contexto en el que el mundo del trabajo está 
cambiando aceleradamente, y especialmente el trabajo cultural, en el que a veces la vocación cultural 
parece entenderse incorrectamente, como contraria a la profesionalización. Es necesario reivindicar la 
profesionalización de los sectores culturales, y para ello hay que asegurar que no resultan discriminados 
por la normativa fiscal, laboral y de seguridad social. Se trata de mejorar las condiciones materiales, por 
tanto, pero también de llamar la atención sobre la importancia de la cultura y de manifestar claramente que 
los autores y los profesionales de la cultura merecen una remuneración justa y estar protegidos en la 
misma medida en que lo están otros trabajadores.

En consecuencia, las medidas propuestas en esta norma que recogen recomendaciones del informe, 
pretenden incluir a todas las personas, actividades y procesos intermedios que participan en la creación 
cultural, de forma que estas medidas sirvan para mejorar las condiciones de todos los profesionales de la 
cultura, independientemente de su localización territorial, sector o convenio colectivo que les sea aplicable. 
Como señala el informe de la Subcomisión, «se apuesta por que las diferentes personas, actividades y 
momentos del proceso cultural entren en esta propuesta normativa: quien crea la obra y para hacerlo debe 
formarse e investigar, quien diseña el escenario, quien lo ilumina, quien escribe la música y quien la 
ejecuta, quien la promueve, quien ilustra un poema y quien lo recita, quien comisaría el conjunto, quien lo 
hace llegar al público y, en general, quien sostiene o gestiona todo el proceso con su trabajo visible, 
invisible o ambos a la vez. Todas estas personas son indispensables para disfrutar de una obra de teatro, 
una exposición, un libro, una pintura, una fotografía, una película, una ópera o un concierto. Sin ellas nadie 
pagaría el precio de la entrada, la suscripción, el libro o la obra de que se trate.»

En conclusión, con las propuestas del informe que se recogen en esta norma, se pretende mejorar las 
condiciones de todos los trabajadores de la cultura, adecuando la normativa que le es de aplicación a las 
especialidades del sector cultural, y en especial, a su carácter intermitente. A estos efectos, las medidas 
adoptadas buscan en definitiva la mejora de las condiciones que garanticen un adecuado desempeño de 
su actividad artística por los colectivos afectados (actores, escritores, cineastas, compositores, bailarines, 
etc.), desde un enfoque que contempla su tratamiento específico, tanto en materia laboral y de seguridad 
social, como en materia del régimen fiscal. Así, surge la necesidad de llevar a efecto diversas modificaciones 
en las disposiciones normativas que regulan este sector, y con ello el Gobierno viene a dar respuesta al 
Congreso de los Diputados, en consideración a la urgencia que ya presenta la exigencia de su cumplimiento.

Su aprobación está en consonancia con los principios de buena regulación recogidos en el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. Así, de 
acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, la iniciativa normativa se encuentra justificada por una 
razón de interés general, habiéndose identificado los fines perseguidos y se considera que es el real decreto‑
ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. En virtud de los principios de 
proporcionalidad y de eficiencia, las modificaciones que se proponen se consideran las imprescindibles para 
atender las demandas existentes, habiéndose constatado que no existen otras medidas menos restrictivas 
de derechos, o que impongan menos obligaciones a los destinatarios. Por último, como garantía de los 
principios de seguridad jurídica y de transparencia, esta iniciativa normativa se ejerce de manera coherente cv
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con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea, generando un marco normativo de 
certidumbre, que facilita su conocimiento y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones de las 
personas y empresas afectadas.

El artículo 86.1 de la Constitución Española establece que «en caso de extraordinaria y urgente 
necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de 
Decretos‑leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los 
derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.»

El real decreto‑ley que se somete a consideración está justificado por una doble necesidad, necesidad 
que emerge con carácter extraordinario y urgente. Aprobado el informe sobre el Estatuto del Artista por la 
Subcomisión del Congreso de los Diputados con fecha 7 de junio de 2018 y ratificada la propuesta por el 
Pleno del Congreso con fecha 6 de septiembre de 2018, era necesario responder con la máxima diligencia 
a una petición de toda la Cámara. En la práctica parlamentaria actual es poco usual que el Congreso de 
los Diputados se pronuncie por unanimidad sobre un asunto, por lo que no parece políticamente oportuno 
retrasar más una propuesta que va a dirigida a satisfacer las peticiones parlamentarias. Además, los 
principales contenidos normativos del real decreto‑ley tienen marcado carácter temporal, en el sentido de 
que han de entrar en vigor el primer día del año pues inciden en el ejercicio tributario (las medidas fiscales 
contenidas en los artículos primero y segundo). Lo mismo ocurre con las medidas en materia de Seguridad 
Social pues las previsiones sobre el régimen de inactividad de los artistas (artículo cuarto), se despliegan 
sobre el cálculo de los años naturales en tanto que, la regulación de la solicitud de inclusión en el Régimen 
General de la Seguridad Social (disposición transitoria única), se articula a partir del primer día del año.

Por ende, el presupuesto habilitante del decreto‑ley reside en la situación descrita por la STC 6/1983, 
de 4 de febrero que en su F. J. 5 afirmó: «una necesidad relativa respecto de situaciones concretas de los 
objetivos gubernamentales que, por razones difíciles de prever, requieren una acción normativa inmediata 
en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes» (en el mismo sentido SSTC 111/1983, de 2 de diciembre; 29/1986, 
de 20 de febrero, 23/1993, de 21 de enero, etc.). En este caso estamos ante un objetivo gubernamental 
doble que es atender en el plazo más breve posible una petición parlamentaria unánime cuya eficacia 
jurídica y sus consecuencias sociales se aplazarían hasta el primer día de enero de 2020 si no entra en vigor 
dentro del año de 2018. Luego, «la acción normativa inmediata» tiene un límite temporal que es el 31 de 
diciembre de 2018.

Ha de tenerse en cuenta que el Tribunal Constitucional atribuye al Gobierno la capacidad de apreciar 
la extraordinaria y urgente necesidad mediante el «juicio meramente político de los órganos a los que 
incumbe la dirección política del Estado» (STC 29/1982, de 31 de mayo, F. J. 3, reiterado en la 
STC 182/1997, de 28 de octubre, F. J. 3). Si el Gobierno considera, a través del correspondiente juicio 
político, que es necesario satisfacer las peticiones del Congreso de los Diputados, como expresión a su 
vez de una demanda social de cierta entidad, y se constata que por razón de la temporalidad de los 
tributos las medidas políticas han de entrar en vigor el primero de enero de un año, la extraordinaria y 
urgente necesidad emerge con gran intensidad como presupuesto habilitante pues, sin acudir al decreto‑
ley tales medidas políticas, como hemos apuntado más arriba, se retrasarían un año completo.

Podrá aducirse, incluso, que los Ministerios proponentes podrían haber actuado con más rapidez para 
hacer normativamente posible el mandato del Congreso pero a ello hay que señalar que el mandato, 
aunque conocido desde la primavera de 2018, no culminó hasta que el Pleno del Congreso del pasado 6 
de septiembre puso en marcha la función coordinadora del Ministerio de Cultura y Deporte, para obtener 
de los restantes Ministerios coproponentes, las aportaciones de sus respectivos artículos.

Además, el Tribunal Constitucional ha exigido «una conexión de sentido o relación de adecuación 
entre la situación definida que constituye el presupuesto habilitante y las medidas que en el decreto‑ley se 
adoptan (STC 29/1982, de 31 de mayo, F. J. 3; y STC 189/2005, de 7 de julio, F. J. 3). Ese requisito se 
cumple en el presente caso pues, las medidas previstas, forman parte del catálogo de peticiones que 
elaboró el Congreso de los Diputados y por ello mismo emerge la temporalidad, la necesidad de que las 
medidas entren en vigor el primero de año.

Una vez examinado el presupuesto habilitante que genera la extraordinaria y urgente necesidad y la 
conexión de sentido entre ese presupuesto y las medidas que contiene el decreto‑ley, procede examinar 
de manera singular los preceptos de la norma, por si alguno incurriera en las materias excluidas por la 
Constitución.
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En el ámbito tributario, se modifica en primer lugar, la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, para reducir el porcentaje de retención 
e ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos de capital mobiliario procedentes de la propiedad intelectual 
cuando el contribuyente no sea el autor, del 19 al 15 por ciento.

Por lo que respecta a la regulación proyectada en relación con el tipo impositivo del Impuesto sobre el 
Valor Añadido aplicable a los servicios prestados por intérpretes, artistas, directores y técnicos que sean 
personas físicas, se modifica la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, a fin 
de aplicar el tipo reducido a los servicios prestados por personas físicas en calidad de intérpretes, artistas, 
directores y técnicos a los productores y organizadores de obras y espectáculos culturales, recuperando la 
aplicación del tipo reducido del Impuesto a estos servicios esenciales de la industria cultural, que habían 
pasado a tributar al tipo impositivo general del 21 por ciento en el año 2012.

Por último, en relación con el Impuesto sobre Sociedades, se modifica la deducción por gastos 
realizados en territorio español para la ejecución de una producción extranjera de largometrajes 
cinematográficos o de obras audiovisuales que permitan la confección de un soporte físico previo a su 
producción industrial seriada. La cinematografía y las artes audiovisuales constituyen un sector de 
importancia estratégica en España que goza de incentivos fiscales regulados en la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. Las obligaciones impuestas a los productores que se 
acogieran a este incentivo fiscal pueden tener consecuencias indeseadas sobre proyectos de rodaje en 
curso en España que afectarían a nuestra política cultural del cine y las artes audiovisuales y que suponen 
un riesgo cierto para la efectiva realización de producciones extranjeras en España, pudiendo provocar un 
efecto expulsión de los rodajes en España y de la consiguiente contratación de servicios, de los cuales el 
coste asumido por productores españoles en relación con la producción española es objeto de la 
deducción regulada en la Ley del Impuesto. Por esta razón resulta imprescindible derogar tales 
obligaciones con efectos para el período impositivo 2018. No obstante lo anterior, se incorpora un reenvío 
reglamentario para el establecimiento de las obligaciones que se considere que deben asumir los 
productores que se acojan a este incentivo fiscal, que resulten proporcionadas y acordes a la finalidad del 
incentivo.

Finalmente, respecto a las medidas que se proponen en el artículo cuarto y en la disposición final 
segunda en materia de seguridad social, relativas a la cotización de los artistas en espectáculos públicos 
durante períodos de inactividad, tales medidas no incurren en ninguna interdicción, de modo que si está 
justificado el presupuesto habilitante, su constitucionalidad es plena. De ahí que esta habilitación expresa, 
opere plenamente en este supuesto.

TÍTULO I

Medidas Fiscales

CAPÍTULO I

Reducción del tipo de retención e ingreso a cuenta aplicable en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas a los rendimientos del capital mobiliario derivados de la propiedad intelectual

Artículo primero. Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre 
la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Con efectos desde 1 de enero de 2019, se modifica el apartado 4 del artículo 101 de la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las 
leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, que 
queda redactado de la siguiente forma:

«4. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del capital mobiliario 
será del 19 por ciento. Dicho porcentaje será el 15 por ciento para los rendimientos del capital 
mobiliario procedentes de la propiedad intelectual cuando el contribuyente no sea el autor.
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Este porcentaje se reducirá en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos que tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley procedentes de las 
sociedades a que se refiere la letra h) del número 3.º del citado artículo.»

CAPÍTULO II

Reducción del tipo impositivo en el Impuesto sobre el Valor Añadido aplicable a los servicios prestados por 
intérpretes, artistas, directores y técnicos que sean personas físicas

Artículo segundo. Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

Con efectos desde 1 de enero de 2019, se añade un nuevo número 13.º en el artículo 91.Uno.2 de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, que queda redactado de la 
siguiente forma:

«13.º Los prestados por intérpretes, artistas, directores y técnicos, que sean personas físicas, 
a los productores de películas cinematográficas susceptibles de ser exhibidas en salas de 
espectáculos y a los organizadores de obras teatrales y musicales.»

CAPÍTULO III

Requisitos para la aplicación en el Impuesto sobre Sociedades de la deducción por inversiones en 
producciones cinematográficas, series audiovisuales y espectáculos en vivo de artes escénicas y 

musicales

Artículo tercero. Modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Con efectos desde 5 de julio de 2018, se modifica el apartado 2 del artículo 36 de la Ley 27/2014, 
de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, que queda redactado de la siguiente forma:

«2. Los productores registrados en el Registro de Empresas Cinematográficas del Ministerio 
de Cultura y Deporte que se encarguen de la ejecución de una producción extranjera de 
largometrajes cinematográficos o de obras audiovisuales que permitan la confección de un soporte 
físico previo a su producción industrial seriada tendrán derecho una deducción del 20 por ciento de 
los gastos realizados en territorio español, siempre que los gastos realizados en territorio español 
sean, al menos, de 1 millón de euros.

La base de la deducción estará constituida por los siguientes gastos realizados en territorio 
español directamente relacionados con la producción:

1.º Los gastos de personal creativo, siempre que tenga residencia fiscal en España o en algún 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo, con el límite de 100.000 euros por persona.

2.º Los gastos derivados de la utilización de industrias técnicas y otros proveedores.

El importe de esta deducción no podrá ser superior a 3 millones de euros, por cada producción 
realizada.

La deducción prevista en este apartado queda excluida del límite a que se refiere el último 
párrafo del apartado 1 del artículo 39 de esta Ley. A efectos del cálculo de dicho límite no se 
computará esta deducción.

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de ayudas percibidas por el 
contribuyente, no podrá superar el 50 por ciento del coste de producción.

Reglamentariamente se podrán establecer los requisitos y obligaciones para tener derecho a la 
práctica de esta deducción.»
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TÍTULO II

Medidas en materia de Seguridad Social relativas a la cotización de los artistas en espectáculos públicos 
durante períodos de inactividad

Artículo cuarto. Modificación del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Se añade un nuevo artículo 249 ter, dentro de una nueva sección 4.ª denominada «Artistas en 
espectáculos públicos», en el capítulo XVII del título II del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, con la siguiente 
redacción:

«Artículo 249 ter. Inactividad de artistas en espectáculos públicos incluidos en el Régimen General 
de la Seguridad Social.

1. Los artistas en espectáculos públicos podrán continuar incluidos en el Régimen General de 
la Seguridad Social durante sus periodos de inactividad de forma voluntaria, siempre y cuando 
acrediten, al menos, 20 días en alta con prestación real de servicios en dicha actividad en el año 
natural anterior, debiendo superar las retribuciones percibidas por esos días la cuantía de tres 
veces el Salario Mínimo Interprofesional en cómputo mensual. Dicha inclusión deberá solicitarse a 
la Tesorería General de la Seguridad Social entre los días 1 y 15 de enero de cada año y, de 
reconocerse, tendrá efectos desde el 1 de enero del mismo año.

2. La inclusión en el Régimen General a que se refiere el apartado anterior será incompatible 
con la inclusión del trabajador en cualquier otro Régimen del sistema de la Seguridad Social, con 
independencia de la actividad de que se trate.

3. Durante los períodos de inactividad, podrá producirse la baja en el Régimen General como 
artista:

a) A solicitud del trabajador, en cuyo caso los efectos de la baja tendrán lugar desde el día 
primero del mes siguiente al de la presentación de aquella ante la Tesorería General de la Seguridad 
Social.

b) De oficio por la Tesorería General de la Seguridad Social, por falta de abono de las cuotas 
correspondientes a períodos de inactividad durante dos mensualidades consecutivas.

Los efectos de la baja, en este supuesto, tendrán lugar desde el día primero del mes siguiente 
a la segunda mensualidad no ingresada, salvo que el trabajador se encuentre, en esa fecha, en 
situación de incapacidad temporal, maternidad, paternidad, riesgo durante el embarazo o riesgo 
durante la lactancia natural, en cuyo caso tales efectos tendrán lugar desde el día primero del mes 
siguiente a aquel en que finalice la percepción de la correspondiente prestación económica, de no 
haberse abonado antes las cuotas debidas.

Producida la baja en el Régimen General de la Seguridad Social en cualquiera de los supuestos 
a que se refiere este apartado, los artistas en espectáculos públicos podrán volver a solicitar la 
inclusión y consiguiente alta en el mismo, durante sus periodos de inactividad, en los términos y 
condiciones señalados en el apartado 1.

4. La cotización durante los periodos de inactividad se llevará a cabo de acuerdo con las 
siguientes reglas:

a) El propio trabajador será el sujeto responsable del cumplimiento de la obligación de cotizar 
y del ingreso de las cuotas correspondientes.

b) La cotización tendrá carácter mensual.
c) La base de cotización aplicable será la base mínima vigente en cada momento, por 

contingencias comunes, correspondiente al grupo 7 de la escala de grupos de cotización del 
Régimen General.

d) El tipo de cotización aplicable será el 11,50 por ciento.

5. Una vez efectuada la liquidación definitiva anual correspondiente a los artistas por 
contingencias comunes y desempleo, prevista en el artículo 32.5 del Reglamento general sobre cv
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cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre, la Tesorería General de la Seguridad Social procederá a 
reintegrar el importe de las cuotas correspondientes a los días cotizados en situación de inactividad 
que se hubieran superpuesto, en su caso, con otros períodos cotizados por aquellos.

Si el artista con derecho al reintegro fuera deudor de la Seguridad Social por cuotas o por otros 
recursos del sistema, el crédito por el reintegro será aplicado al pago de las deudas pendientes con 
aquélla en la forma que legalmente proceda.

Los artistas en situación de inactividad incluidos en el Régimen General conforme a lo dispuesto 
en este artículo, no podrán realizar la opción contemplada en el artículo 32.5.c) párrafo segundo, 
del Reglamento general sobre cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.

6. Durante los períodos de inactividad a que se refiere esta disposición, la acción protectora 
comprenderá las prestaciones económicas por maternidad, paternidad, incapacidad permanente y 
muerte y supervivencia derivadas de contingencias comunes, así como jubilación.

También quedará protegida, durante los periodos de inactividad, la situación de la trabajadora 
embarazada o en periodo de lactancia natural hasta que el hijo cumpla 9 meses, que no pueda 
continuar realizando la actividad laboral que dio lugar a su inclusión en el Régimen General como 
artista en espectáculos públicos a consecuencia de su estado, debiendo acreditarse dicha situación 
por la inspección médica del Instituto Nacional de la Seguridad Social. En estos supuestos se 
reconocerá a la trabajadora un subsidio equivalente al 100 por ciento de la base de cotización 
establecida en el apartado anterior.

El pago de dicha prestación será asumido mediante la modalidad de pago directo por el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social.»

Disposición adicional única. Garantía del Estado para obras de interés cultural.

1. De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de la disposición adicional novena de la Ley 16/1985, 
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, durante el ejercicio 2019, el importe total acumulado, en 
todo momento, de los compromisos otorgados por el Estado respecto a todas las obras o conjuntos de 
obras cedidas temporalmente para su exhibición en instituciones de competencia exclusiva del Ministerio 
de Cultura y Deporte, y sus Organismos públicos adscritos no podrá exceder de 2.250.000 miles de euros. 
Se excluirá del cómputo de dicho importe máximo la cuantía contemplada en el apartado 2 de esta 
disposición adicional.

El límite máximo de los compromisos específicos que se otorguen por primera vez en el año 2019 para 
obras o conjuntos de obras destinadas a su exhibición en una misma exposición será de 231.000 miles de 
euros. Una vez devueltas las obras a los cedentes y acreditado por los responsables de las exposiciones 
el término de la Garantía otorgada sin incidencia alguna, las cantidades comprometidas dejarán de estarlo 
y podrán ser de nuevo otorgadas a una nueva exposición.

Excepcionalmente este límite máximo podrá elevarse por encima de los 231.000 miles de euros por 
Acuerdo del Consejo de Ministros a propuesta de la Ministra de Economía y Empresa, por iniciativa del 
Ministerio de Cultura y Deporte.

El importe máximo comprometido en una obra, a efectos de su cobertura por la Garantía del Estado, 
no podrá superar los 100.000 miles de euros.

2. El límite máximo de los compromisos específicos que se otorguen a la Fundación Colección 
Thyssen‑Bornemisza respecto a las obras destinadas a su exhibición en las sedes de la Fundación 
ubicadas en España en relación con el «Contrato de Préstamo de Obras de arte entre de una parte la 
Fundación Colección Thyssen‑Bornemisza y de otra Omicron Collections Limited, Nautilus Trustees 
Limited, Coraldale Navigation Incorporated, Imiberia Anstalt, y la Baronesa Carmen Thyssen‑Bornemisza», 
para el año 2019 será de 500.000 miles de euros.

3. En el año 2019 también será de aplicación la Garantía del Estado a las exposiciones organizadas 
por el Ministerio de Cultura y Deporte, por el Consejo de Administración de Patrimonio Nacional, y por 
«Sociedad Estatal de Acción Cultural S.A. (AC/E)» siempre y cuando se celebren en instituciones de las 
que la Administración General del Estado sea titular. Asimismo, la Garantía del Estado será de aplicación 
a las exposiciones organizadas por la Fundación Lázaro Galdiano en la sede de su Museo.
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Disposición transitoria única. Solicitud de inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social como 
artista en inactividad.

En el año 2019 la solicitud de inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social como artista en 
inactividad, regulada en el artículo 249 ter del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, podrá realizarse hasta el 31 de marzo.

Disposición final primera. Título competencial.

El presente real decreto‑ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 
hacienda general y de la competencia sobre legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las comunidades autónomas, que le atribuyen, 
respectivamente, el artículo 149.1.14.ª y 17.ª de la Constitución. Asimismo, se dicta de conformidad con 
lo previsto el artículo 149.2 de la Constitución Española, que establece que, sin perjuicio de las 
competencias que podrán asumir las comunidades autónomas, el Estado considerará el servicio de la 
cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las comunidades 
autónomas, de acuerdo con ellas.

Disposición final segunda. Compatibilidad de la pensión de jubilación y la actividad de creación artística.

El Gobierno, en el plazo máximo de 6 meses desde la publicación del presente real decreto‑ley, 
procederá a la aprobación de una norma reglamentaria que, en desarrollo del artículo 213 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 
de octubre, regule la compatibilidad de la pensión de jubilación con la actividades de aquellos profesionales 
dedicados a la creación artística que perciban por esa actividad derechos de propiedad intelectual.

Ese reconocimiento de compatibilidad llevará aparejada una cotización de solidaridad del 8 por ciento, 
que en caso de tratarse de trabajadores por cuenta ajena será a cargo del empresario el 6 por ciento y del 
trabajador el 2 por ciento.

Disposición final tercera. Regulación de la relación laboral especial de los artistas en espectáculos 
públicos.

El Gobierno, en el plazo máximo de seis meses desde la publicación de este real decreto‑ley, 
procederá a la aprobación de un real decreto para modificar la regulación de la relación laboral especial 
de los artistas en espectáculos públicos y sustituir el Real Decreto 1435/1985, de 1 de agosto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto‑ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».
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